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ASUNTO

Procede la Sala a resolver la impugnación interpuesta contra el fallo del 1 de junio de 2011 proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, con ponencia del Magistrado JOSÉ GUARNIZO NIETO, por medio del cual “declaró improcedente” la tutela impetrada por el ciudadano JAVIER OCHOA contra el MINISTERIO DE DEFENSA – DIRECCIÓN DE PRESTACIONES SOCIALES.
ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- En escrito radicado el 30 de mayo del año en curso, el señor JAVIER OCHOA, solicitó el amparo a sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, presuntamente vulnerados por las entidades accionadas, conforme a los hechos que se resumen a continuación.
1.1.- El accionante prestó sus servicios al Ejército Nacional entre el 10 de marzo de 1991 y el 10 de junio de 1995, cuando se retiró sin haber reclamado ninguna prestación social.

1.2.- Inicialmente elevó un derecho de petición al Ejército Nacional –Prestaciones Sociales, reclamando lo pertinente, donde le informaron que dicha dependencia no existía por la época aludida por el actor, por lo que debía recurrir al Ministerio de la Defensa Nacional.

1.3.- El 6 de Abril de 2011 envió derecho de petición a la Coordinadora de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa a fin de reclamar el reconocimiento prestacional por 5 años de servicios sin que, a la fecha de presentación de su petitum, hubiere recibido respuesta alguna.

Con fundamento en lo anterior, el actor solicitó:

Tutelar a su favor los derechos fundamentales invocados, ordenando a la entidad accionada emitir una respuesta eficaz, pronta y efectiva.

Como pruebas aportó copia de los siguientes documentos:

i) Escrito de la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional datado a 7 de marzo de 2011, donde señala la competencia del Ministerio de Defensa Nacional para resolver la solicitud del actor.

ii) Derecho de petición aludido en el libelo introductorio de la presente acción, dirigido a la Coordinadora de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, con fecha de recibido del 7 de abril de 2011.

iii) Fotocopia de la Cédula de Ciudadanía del autor, nacido el 6 de abril de 1971.

iv) Declaración extra juicio donde el actor declara que estuvo vinculado al Ejército nacional en el lapso indicado en su solicitud de amparo. (Fls. 1 a 8)

2.- En auto del 31 de mayo de 2011, la Sala de instancia AVOCÓ conocimiento de la acción de tutela ordenando notificar a las partes dentro de la presente acción.

3.- Compareció al proceso la Dirección de Prestaciones del Ejército Nacional, para señalar que a una petición del mismo contenido y objeto se le dio respuesta en oficio del 7 de marzo del año en curso, afirmando que por no reposar dato alguno que corroborara sus pretensiones el asunto se trasladaba al Ministerio de Defensa, competente para resolverlo, la que a su vez les remitió la segunda petición del actor por no haber encontrado registro alguno referido a la vinculación a que alude el tutelante.

Agregó no poder asumir como ciertos los hechos del peticionario sin ningún otro soporte, por lo cual tampoco es posible realizar un reconocimiento prestacional, máxime cuando han sido vanos los esfuerzos por corroborar el dicho del peticionario; culminó pidiendo negar el amparo por tratarse de un hecho superado.

4.- Igualmente se pronunció la Coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional para señalar que si bien por la época de los hechos aludidos por el accionante esa era la entidad competente para tales reconocimientos, a partir de la Resolución Ministerial 4158 de 2010, los mismos corresponden a la Dirección de Prestaciones Sociales de cada Fuerza, por ende tampoco tiene la competencia para dar respuesta al petitum del señor JAVIER OCHOA.

PROVIDENCIA IMPUGNADA

Mediante sentencia el Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, en providencia del 14 de junio de 2011 declaró improcedente la acción constitucional por considerar que la ubicación de la Historia Laboral del actor “es un tanto dispendiosa” por tratarse de una vinculación de hace 16 años, además que el actor no acreditó el perjuicio irremediable para presentar el amparo como mecanismo transitorio y menos acató el principio de inmediatez.

ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, el actor la impugnó mostrando su extrañeza por el increíble manejo de datos de las entidades accionadas, además que en su petitum indicó los Batallones a los cuales prestó sus servicios, donde bien se pudo recaudar la información.

Agrego no explicarse la razón para que se le exija la demostración de un perjuicio irremediable, cuando lo único que solicitó fue el amparo de su derecho fundamental de petición; de cuya esencia es la respuesta oportuna y de fondo a las solicitudes de cualquier ciudadano, remitiéndose en su apoyo a numerosas sentencias de tutela de la Corte Constitucional, y afirmando que lo menos que puede pedir es que se le indique un plazo dentro del cual le darán respuesta; con tales argumentos pidió revocar la determinación de instancia para en su lugar acceder al amparo solicitado.

CONSIDERACIONES DE LA SALA
1.- De la competencia
En virtud de lo dispuesto en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991, esta Corporación es competente para conocer es segunda instancia de la impugnación interpuesta contra los fallos de tutela proferidos por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura existentes en el país. 

El artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 consagra en el inciso segundo: 

“El Juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo (...) si a su juicio el fallo carece de fundamento procederá a revocarlo de inmediato. Si se encuentra el fallo ajustado a derecho lo confirmará (...)”.

2.  Caso Concreto.

En el caso materia de estudio, se evidencia claramente que el actor acudió al amparo de tutela a fin de obtener el restablecimiento del derecho fundamental de petición que estimó vulnerado frente al silencio guardado por la Coordinación de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, toda vez que no ha dado respuesta a su solicitud de reconocimiento de las prestaciones sociales derivadas de los servicios prestados al Ejército Nacional ente el 10 de marzo de 1991 y el 10 de junio de 1995. (fl. 6)

En orden a emitir la determinación a lugar, sea lo primero recordar que el derecho constitucional fundamental de petición se ha entendido básicamente como la facultad que tienen los ciudadanos de formular solicitudes o de pedir copias de documentos no sujetos a reserva, a las autoridades correspondientes,  y  obtener de éstas, una  pronta y completa  respuesta sobre el particular
.  

Así mismo, jurisprudencialmente se han considerado como elementos del núcleo esencial del derecho fundamental en mención los siguientes: a) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; b) la respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico; c) la respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que la autoridad entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su competencia, refiriéndose de manera completa a todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición y la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o elusivas; y d) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con independencia de que su sentido sea positivo o negativo
.

Sentadas tales premisas, considera la Sala que efectivamente existe en el evento de ocupación una afectación del derecho fundamental de petición del actor, en tanto las entidades accionadas no han dado respuesta de fondo a la solicitud del actor, veamos:

Como respuesta a una solicitud anterior con los mismos fines dirigida a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional, ésta le manifestó que para la época de prestación de servicios aludida por el actor estos reconocimientos corrían a cargo de la Coordinación de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, siendo ésta la competente para ello. (fl. 5)

Es por lo anterior por lo que el actor dirigió su petitum a la aludida Coordinación, que hasta la fecha ha guardado silencio, en la medida en que ninguna comunicación se le ha librado, ni siquiera para exigir algún documento al peticionario, menos para la práctica de pruebas, tampoco para señalar un término prudencial en que habrá de decidir, tal y como así lo autorizan los artículos pertinentes del C.C.A:

“ARTICULO 6o. TERMINO PARA RESOLVER. Las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta. 

Cuando la petición haya sido verbal, la decisión podrá tomarse y comunicarse en la misma forma al interesado. En los demás casos será escrita. 

ARTICULO 11. PETICIONES INCOMPLETAS. Cuando una petición no se acompañe de los documentos o informaciones necesarias, en el acto de recibo se le indicarán al peticionario los que falten; si insiste en que se radique, se le recibirá la petición dejando constancia expresa de las advertencias que le fueron hechas.

ARTICULO 12. SOLICITUD DE INFORMACIONES O DOCUMENTOS ADICIONALES. Si las informaciones o documentos que proporcione el interesado al iniciar una actuación administrativa no son suficientes para decidir, se le requerirá, por una sola vez, con toda precisión y en la misma forma verbal o escrita en que haya actuado, el aporte de lo que haga falta. Este requerimiento interrumpirá los términos establecidos para que las autoridades decidan. Desde el momento en que el interesado aporte nuevos documentos o informaciones con el propósito de satisfacer el requerimiento, comenzarán otra vez a correr los términos pero, en adelante, las autoridades no podrán pedir más complementos, y decidirán con base en aquello de que dispongan.” (Subraya la Sala)
En tales condiciones se impone conceder al actor el amparo solicitado, pero para saber a quién en concreto se imparte la orden a pertinente, es preciso analizar la Directiva Ministerial 4158 de 2010, Art. 4º. Par. 2º, que la letra dice:

“Artículo 4°. Delegar la función de reconocer y ordenar el pago de las prestaciones sociales del personal de oficiales, suboficiales, soldados profesionales, soldados que se encuentren prestando el servicio militar obligatorio y personal civil del Comando General de las Fuerzas Militares y de las Fuerzas Militares respectivamente y de sus beneficiarios, según sea el caso, en lo concerniente a los anticipos de cesantías, salvo lo previsto en el artículo 1° de esta resolución, cesantía definitiva que comprende además personal de Justicia Penal Militar, Planta de Salud de las Fuerzas Militares, profesionales que prestan el Servicio Social Obligatorio, causación Leyes 344 de 1996, 432 de 1998 y 973 de 2005, y demás disposiciones que las modifiquen o sustituyan, así como las indemnizaciones, compensaciones por muerte, bonificación especial soldados voluntarios y los recursos de reposición y pedimentos varios que se deriven de tales actos administrativos, en:

	FUERZA 
	FUNCIONARIO DELEGADO

	Comando General de las Fuerzas Militares 
	Dirección Administrativa y Financiera del Comando General de las Fuerzas Militares, o quien haga sus veces.

	Ejército Nacional 
	· Jefe Jefatura Desarrollo Humano o quien haga sus veces.

	Armada Nacional 
	Jefe Jefatura Desarrollo Humano o quien haga sus veces. 

	Fuerza Aérea Colombia 
	Jefe Jefatura Desarrollo Humano o quien haga sus veces.


 

Esto es, que actualmente tal facultad en tratándose de orgánicos del Ejército Nacional en la Jefatura de Desarrollo Humano o quien haga sus veces, para el caso: la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional, que voluntariamente concurrió a esta acción y ha ejercido su derecho a la defensa, a la cual se le ordenará dar al actor respuesta de fondo y notificarlo dentro del término de cuarenta y ocho (48) siguientes a la notificación de este proveído; orden que habilita a la accionada para, si es necesario, aplazar su respuesta por un término  prudencial que en ningún caso excederá los 30 días calendario, previa comunicación de tal aplazamiento al peticionario. En todo caso la Dirección de Prestaciones del Ministerio de Defensa Nacional deberá prestar su concurso con toda diligencia, encargada como se hallaba de los archivos respectivos para la época en que el actor dice haber prestado sus servicios a la Institución tantas veces señalada, sin perjuicio de consultar los Batallones a los cuales el actor refirió haber estado incorporado.

En consecuencia se revocará la determinación de instancia y se concederá el amparo solicitado.

Lo anunciado no obsta para llamar la atención a la Sala de instancia, que no tiene por qué exigir la demostración de un perjuicio irremediable para examinar la vulneración de un derecho fundamental de aplicación inmediata como lo es el derecho de petición, por virtud de lo normado en el articulo 85 de la C.P. y menos predicar la falta de inmediatez de un derecho de petición elevado un mes y medio antes de la formulación de la solicitud de amparo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Superior de la Judicatura- Sala Jurisdiccional Disciplinaria- administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo de 14 de junio de 2001 proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional del Tolima y en su lugar CONCEDER al ciudadano JAVIER OCHOA, el amparo de su derecho fundamental de petición, en consecuencia se ordena a la DIRECCIÓN DE PRESTACIONES SOCIALES DEL EJÉRCITO NACIONAL, con las precisiones  consignadas al final de las precedentes consideraciones que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta determinación de respuesta de fondo al derecho de petición de autos y notifique personalmente al actor, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia.
SEGUNDO: POR SECRETARÍA NOTIFICAR la presente providencia como lo disponen los artículos 16 y 30 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992.

TERCERO: REMITIR en su oportunidad, la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
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